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IV

El Registrador informó el 3 de febrero de 2005 y elevó su informe a la 
Dirección General de Registros y Notariado.

Fundamentos de Derecho

Visto el artículo 1.259 del Código Civil.

1. Comparece en una escritura de compraventa una señora como 
mandataria verbal de su hijo. El Registrador suspende la inscripción por 
no acompañarse la ratificación del que se dice representado. El intere-
sado recurre alegando que se trata de un error del Registrador, pues el 
representado es hijo de la representante.

2. Es evidente que el recurso no puede ser estimado. No existiendo, 
como es el caso, representación legal, pues el hijo es mayor de edad, el 
artículo 1.259 del Código Civil establece que nadie puede contratar a nom-
bre de otro sin estar por éste autorizado, no habiendo sido probada la 
representación alegada ni acreditada la ratificación correspondiente.

Esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso inter-
puesto.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir 
mediante demanda ante el Juzgado de lo Civil de la capital de la Provincia 
del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su 
notificación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello 
conforme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 19 de septiembre de 2005.–La Directora General, Pilar Blanco-
Morales Limones. 

Sr. Registrador de la Propiedad n.º 1 de Puerto del Rosario (Las Palmas). 

 18214 RESOLUCIÓN de 19 de septiembre de 2005, de la Direc-
ción General de los Registros y del Notariado, en el recurso 
gubernativo interpuesto por don José Ibáñez García, 
frente a la negativa del Registrador de la Propiedad de 
Lliria (Valencia) a inscribir una escritura de partición 
de herencia.

En el recurso gubernativo interpuesto por don José Ibáñez García, 
frente a la negativa del Registrador de la Propiedad don Juan Manuel Llo-
pis Giner, titular del Registro de la Propiedad de Lliria (Valencia), a inscri-
bir una escritura de partición de herencia.

Hechos

I

En escritura de 13 de diciembre de 2003 autorizada por el Notario de 
Valencia don Alfonso Pascual de Miguel, se realiza la partición de la 
herencia de doña M.ª del Carmen G. M.

La causante había otorgado testamento con las siguientes disposicio-
nes: «Primera.–Instituye heredero suyo universal a su citado esposo don 
Santiago I. G. en pleno dominio. Segunda.–Para el caso de premoriencia o 
conmoriencia del esposo, instituye herederos universales, en cuanto a 
una mitad de su herencia a don Andrés, doña Josefa, doña Miguela, don 
Fidel, don Tomás y don José I. G., en pleno dominio y por partes iguales, 
con sustitución vulgar a favor de sus respectivos descendientes, y en su 
defecto acrecimiento; y en cuanto a la otra mitad de su herencia a doña 
Consuelo G. M. Y doña Juana M. R., por partes iguales y con acrecimiento 
entre sí a favor de la más viviente».

Habiendo premuerto el esposo, y las instituidas en la segunda mitad de 
la herencia, doña Consuelo G. M. y doña Juana M. R., se distribuye el cau-
dal relicto entre los coherederos de la otra mitad, los hermanos I. G., por 
aplicación del derecho de acrecer.

II

Presentada copia de dicha escritura en el citado Registro, fue objeto 
de la siguiente calificación: Hechos: Primero.–Presentado el precedente 
documento a las 13’25 horas del día 16 de marzo de 2004, por el que se 
realiza la partición de la herencia de doña María del Carmen G. M, com-
puesta de varias fincas de distinta demarcación registral y la finca 45.457 
de la Sección 4.ª –A– de Afueras, inscrita en este Registro al folio 161 del 
tomo 2020, libro 161, inscripción 3.ª Segundo.–En el testamento de la 
causante se instituye herederos «en cuanto a una mitad de su herencia a 
don Andrés, doña Josefa, doña Miguela, don Fidel, don Tomás y don José 
I. G., en pleno dominio y por partes iguales, con sustitución vulgar a favor 

de sus respectivos descendientes y en su defecto acrecimiento; y
en cuanto a la otra mitad de su herencia a doña Consuelo G. M. y doña 
Juana M. R., por partes iguales y con acrecimiento entre sí a favor de la 
más viviente». Tercero. –Dichas doña Consuelo G. M. Y doña Juana M. R. 
han premuerto a la causante sin descendencia, habiéndose realizado la 
partición acreciendo la parte vacante a los herederos de la otra mitad, 
cuando entre estos dos grupos no se ha previsto esta figura, por lo que 
deberá abrirse sucesión intestada. Fundamentos de derecho: Son de apli-
cación los artículos 658, 912-3, 982 y 986 del Código Civil. Previa la califi-
cación jurídica del precedente documento, en los términos a que se 
refiere el artículo 18 y demás aplicables de la Ley Hipotecaria, y de con-
formidad con los Hechos y Fundamentos de Derecho expuestos, se 
deniega la inscripción. Contra la expresada calificación puede interpo-
nerse recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, 
mediante escrito presentado en este Registro, en cualquier otro Registro 
de la Propiedad o en los Registros y Oficinas previstos en el artículo 38.4 
de la Ley 30/1992 de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en el 
plazo de un mes a contar desde la fecha de la notificación de la presente 
calificación, conforme expresan los artículos 324 y siguientes de la Ley 
Hipotecaria. Asimismo el interesado puede instar la aplicación del cuadro 
de sustituciones previsto en el artículo 275 bis de la Ley Hipotecaria, de 
conformidad con el artículo 19 bis de la misma Ley. Se prorroga el asiento 
de presentación por plazo de sesenta días desde la recepción de la comu-
nicación de la presente. Valencia, a 26 de marzo de 2004.–El Registrador. 
Fernando Eduardo Anegón Hijosa.

III

Don José Ibáñez García interpuso recurso gubernativo frente a la cali-
ficación registral, con apoyo en los siguientes argumentos: que el acreci-
miento se basa en la presunción legal de una voluntad tácita del causante, 
y en el presente caso no puede negarse el acrecimiento bajo el pretexto de 
se haya establecido expresamente entre los integrantes de una misma 
mitad pero no entre las dos mitades, máxime teniendo en cuenta que del 
testamento no resulta designación por partes, es decir, que el testador 
haya determinado expresamente una cuota para cada heredero (artícu-
lo 983-1 del Código Civil), sino que al contrario usa la expresión «una 
mitad», cobrando plena vigencia el artículo 983-2 del Código Civil, que 
determina que «no se excluye el derecho de acrecer». En este sentido la 
Resolución de 26 de diciembre de 1942.

IV

El 26 de abril de 2004 el Notario que autorizó la escritura don Alfonso 
Pascual de Miguel emitió escrito de alegaciones donde manifiesta que 
existe conjunción en el llamamiento, que se hace en una única cláusula 
testamentaria, y por tanto acrecimiento; que no existe en el testamento 
fijación numérica ni por señales; que el acrecimiento es conforme con el 
criterio jurisprudencial; que hay analogía con el acrecimiento en el usu-
fructo y en la sucesión intestada; y que el acrecimiento es conforme con 
la voluntad de la testadora; y en consecuencia resulta claro el llama-
miento conjunto al resto de coherederos para suceder en la vacante ocu-
rrida, siendo aplicable el derecho de acrecer por aplicación del artículo 
982-1 en relación con el artículo 983-2 del Código Civil.

El 17 de mayo de 2004 el Registrador emitió su informe y elevó el expe-
diente a este Centro Directivo.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 675, 912, 982 Y 983 del Código Civil, las Sentencias 
del Tribunal Supremo de 24 de abril de 1976 y 9 de febrero de 1998 y la 
Resolución de esta Dirección General de 4 de abril de 1903.

1. El único problema que plantea el presente recurso es el de si 
existe derecho de acrecer en el supuesto siguiente:

La testadora instituye heredero universal a su esposo, don Santia-
go L. G. pero, en caso de premoriencia (supuesto que se da) «instituye 
herederos universales, en cuanto a una mitad de su herencia a don 
Andrés, doña Miguela, don Fidel y don José I. G.» en pleno dominio y por 
partes iguales, con sustitución vulgar a favor de sus respectivos descen-
dientes, y en su defecto acrecimiento; y en cuanto a la otra mitad de su 
herencia a doña Consuelo G. M. y doña Juana M. R., con acrecimiento 
entre sí». Finalmente la testadora nombra dos contadores-partidores soli-
darios.

Fallecidas doña Consuelo y doña Juana antes que la testadora, los 
sobrevivientes de los herederos restantes y los sustitutos vulgares de los 
premuertos «prescinden de la actuación de los Comisarios Contadores 
Partidores» y se adjudican los bienes de la herencia.

El Registrador deniega la inscripción por entender que la mitad de la 
herencia que hubiera correspondido a doña Consuelo y doña Juana no 
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debe acrecer a los restantes y, por tanto, en cuanto a esta mitad, debe 
abrirse la sucesión intestada. Los otorgantes recurren.

2. La interpretación de los artículos 982 y 983 del Código Civil, y, por 
tanto, la delimitación de los supuestos en que una porción hereditaria 
acrece a las restantes y aquellos en que no se da tal derecho no son fáciles 
de resolver.

No obstante, en el presente supuesto hay que inclinarse por negar el 
acrecimiento, por los siguientes argumentos: a) la testadora ha previsto 
el acrecimiento dentro de cada una de las mitades de la herencia, pero no 
entre una mitad y la otra; b) la testadora ha hecho de cada mitad de su 
herencia un cuerpo separado asignando cada cuerpo a dos órdenes distin-
tos de parientes: el primer grupo a los hermanos de su marido y segundo 
a su hermana y su sobrina; y c) las dos mitades se individualizan «in 
stirpe», con lo que desaparece la idea de que entre una mitad y la otra 
exista un llamamiento conjunto, que es el presupuesto del acrecimiento 
(cfr. sentencias de 24 de abril de 1976 y 9 de febrero de 1998).

Esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso inter-
puesto.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir 
mediante demanda ante el Juzgado de lo Civil de la capital de la Provincia 
del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su 
notificación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello 
conforme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 19 de septiembre de 2005.–La Directora General, Pilar Blanco-
Morales Limones. 

Sr. Registrador de la Propiedad de Lliria (Valencia). 

 18215 RESOLUCIÓN de 19 de septiembre de 2005, de la Direc-
ción General de los Registros y del Notariado, en el recur-
so gubernativo interpuesto por don Manuel Fernández
Alonso, frente a la negativa de la Registradora Mercantil 
de Barcelona número 2 a practicar las anotaciones y can-
celaciones solicitadas en la instancia por la que se pedía 
certificación relativa a la sociedad Verals 96, S. L.

En el recurso gubernativo interpuesto por don Manuel Fernández Alo-
nso, frente a la negativa de la Registradora Mercantil de Barcelona 
número 2, doña Mercedes Barco Vara, a practicar las anotaciones y can-
celaciones solicitadas en la instancia por la que se pedía certificación 
relativa a la sociedad Verals 96, S. L.

Hechos

I

En escrito de 7 de octubre de 2004 don Manuel Fernández Alonso soli-
citaba del Registro mercantil que se librara certificación de determinados 
extremos relativos a la sociedad Verals 96, S. L, y que se declarara la diso-
lución de pleno derecho de la sociedad por haber transcurrido el plazo de 
duración de la misma, sin posibilidad de reactivación, conforme al artí-
culo 238.1 del Reglamento del Registro Mercantil, solicitando así mismo 
que la disolución fuera anotada marginalmente, constatando en el Regis-
tro mediante nota marginal, conforme al artículo 145 del Reglamento del 
Registro Mercantil, la caducidad del nombramiento del cargo de adminis-
trador, y solicitándose la cancelación de la inscripción primera por falta 
de subsanación de defectos.

La sociedad, según sus estatutos, tiene un plazo de duración inde-
finida.

II

Se presentó el escrito en el citado Registro el 20 de octubre de 2004, y 
el Registrador expidió certificación el 26 de octubre de 2004, en la cual se 
declaró que no procede practicar las anotaciones y cancelaciones solici-
tadas en la instancia.

III

Don Manuel Fernández Alonso interpuso recurso gubernativo, con 
apoyo en los siguientes argumentos: la infracción de los artícu-
los 62,63,64,65, 145.1,185.6, 238.1 y 2 del Reglamento del Registro Mercan-
til, artículos 104.1,106.2 de la Ley de Sociedades de Responsabilidad 
Limitada a través del artículo 22 de los estatutos sociales de la mercantil. 
El artículo 238.1 del Reglamento del Registro Mercantil formula como 

mandato imperativo que el Registrador de oficio cuando se le hubiere 
solicitado la certificación o a instancias de cualquier interesado exten-
derá una nota al margen de la última inscripción, expresando que la socie-
dad ha quedado disuelta cuando hubiera transcurrido el plazo de dura-
ción de la sociedad. Y el artículo 238.2 del Reglamento del Registro 
Mercantil dice que el Registrador hará constar por nota marginal el cese 
de los administradores. El Registrador no ha apreciado la disolución de 
pleno derecho de la sociedad, siendo que el artículo 104 Ley de Socieda-
des de Responsabilidad Limitada taxa como causas «la paralización de los 
órganos sociales de modo que resulte imposible su funcionamiento, la 
falta de ejercicio en la actividad que constituye el objeto social durante 
tres años, y cualquier otra que resulte de los estatutos», las cuales se 
manifiestan en que no existe constancia registral de funcionamiento de 
los órganos sociales por falta de presentación de memoria y cuentas 
anuales, y libros de contabilidad, ni tampoco hay constancia registral por 
lo anterior, de que haya habido actividad desde su constitución, y porque 
el artículo 22 de los estatutos se remite al artículo 104 del Reglamento del 
Registro Mercantil. Por otro lado, a pesar de la antinomia existente entre 
el artículo 238 del Reglamento del Registro Mercantil, que se refiere al 
transcurso del plazo de duración de la sociedad, y el artículo 22 de los 
estatutos, que establece una duración indefinida, la cuestión debe resol-
verse teniendo en cuenta los artículos 4 del Reglamento del Registro 
Mercantil, la jerarquía de las normas, y el derecho al orden público que 
garantiza la Constitución.

IV

El 17 de enero de 2005 el Registrador emitió su informe y elevó el 
expediente a este Centro Directivo.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículo 12, 14, 104, 105, 106 y 107 de la Ley de Sociedades de 
Responsabilidad Limitada, 144, 179 y 238 del Reglamento del Registro 
Mercantil.

1. Se plantea en este recurso la constancia en el Registro Mercantil 
por nota marginal de la disolución de pleno derecho de una sociedad 
limitada por haberse solicitado, en virtud de una certificación, la declara-
ción de haber quedado disuelta, por el transcurso de su plazo de duración. 
(cfr. artículo 238.1 del Reglamento del Registro Mercantil), siendo este 
indefinido según sus estatutos.

2. De la Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada resultan que 
las causas de disolución de una sociedad pueden obedecer a diferente 
motivaciones siendo solo aquellas causas que operan automáticamente 
las que pueden permitir al Registrador, practicarlas de oficio y por 
haberse solicitado una certificación o a instancia de cualquier interesado 
(cfr. artículo 238.1 del Reglamento del Registro Mercantil). Es decir, aque-
llas causas cuya concurrencia despliega sin mas su eficacia jurídica, con 
independencia y anterioridad a que la Junta General constate su existen-
cia y acuerde en consecuencia su disolución. Entre ellas esta la disolución 
de la sociedad por cumplimiento del término fijado en los estatutos de 
conformidad con lo establecido en el artículo 107 de la Ley de Sociedades 
de Responsabilidad Limitada, que a su vez establece que «transcurrido el 
término fijado en los estatutos, la sociedad se disolverá de pleno dere-
cho» [cfr. artículo 104.1.a) de la Ley de Sociedades de Responsabilidad 
Limitada]. Por tanto, tal causa de disolución opera de pleno derecho, sin 
que la Junta general adopte acuerdo alguno, siempre y cuando sea fija la 
duración. Es decir debe de quedar determinado en los estatutos o una 
fecha o un plazo concreto. Este supuesto no se da en el caso en que, ya 
por vía de constitución o de posterior modificación estatutaria, este plazo 
no ha quedado fijado al ser en tal caso indefinido (cfr. artículo 14.2 de la 
Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada). Por tanto será necesa-
rio un acuerdo de la Junta General que acuerde la disolución.

3. Argumenta el recurrente que al remitirse el artículo 22 de los esta-
tutos sociales al artículo 104 y ss. de la Ley de Sociedades de Responsabi-
lidad Limitada la sociedad esta disuelta al darse los supuestos que dicho 
artículo preceptúa. Dicha conclusión no puede ser admitida.

4. En efecto, ni la «paralización de los órganos sociales de modo que 
resulte imposible su funcionamiento» «ni la falta de ejercicio de actividad 
que constituya su objeto social durante tres años consecutivos» constitu-
yen causas que operen automáticamente, siendo necesario en el primer 
caso acuerdo de la Junta General o expediente de disolución judicial
a solicitud de los administradores o a instancia de cualquier interesado 
(cfr. artículo 105.3 de la Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada) 
y en el segundo que en sede judicial se determine las cuestiones de hecho 
relativas al carácter consecutivo de la falta de ejercicio y al grado de inac-
tividad de la sociedad en cuestión.

5. Por último, el argumento de que los estatutos recojan como causa 
de disolución «cualquier otra causa establecida en los estatutos» y que, 
por tanto, acreditados los supuestos del artículo 104 a que se remite la 


